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CARLOS MULAS-GRANADOS
La falta de disciplina fiscal alemana va mucho más allá de la actual
crisis económica del país. Según el autor, reside en prácticas
heterodoxas motivadas por políticas cortoplacistas que
terminaron debilitando unas instituciones fiscales que eran sólidas

A
lemania fue el primer país de
la UE en recibir un aviso por
déficit excesivo en 2002; hoy,
un año más tarde, el Pacto de

Estabilidad ha quedado en suspenso.
¿Cómo es posible que el mismo país
que impulsó el Pacto de Estabilidad
fuera el primero en saltárselo?

El origen de la indisciplina fiscal
alemana hay que situarlo en los pri-
meros años noventa. Entonces, los
altos costes de la reunificación y las
medidas electoralistas del Gobierno
de Kohl debilitaron las instituciones
fiscales que durante 30 años habían
garantizado el equilibrio de las cuen-
tas públicas. Los errores de aquella
época se están pagando todavía.

En términos estrictamente econó-
micos, el proceso de reunificación fue
un shock exógeno para la política fis-
cal alemana. Así, el superávit estruc-
tural del 0,4% en 1989 se transformó
en un déficit de –5,9% en 1991. A su
vez, la deuda pública pasó del 38% en
1989 al 57,1% en 1995. Aparentemen-
te, ese brutal incremento de la deuda
obedecía a la necesidad de financiar
las necesarias inversiones en el Este,
por lo que la acción del Gobierno no
levantó mayores críticas.

Hoy, sin embargo, resulta fácil en-
contrar evidencia que desmiente
aquella interpretación inicial. El Go-
bierno de Kohl, ante el reto político
de la reunificación y ante dos eleccio-
nes muy ajustadas en 1990 y 1994, no
sólo decidió imponer la paridad de la
moneda del Este y la del Oeste, sino
que también exportó a las nuevas re-
giones la totalidad de las institucio-
nes laborales y las prestaciones socia-

les de la Alemania occidental. Aque-
llas decisiones de carácter marcada-
mente político explican que el grueso
de las transferencias que se realiza-
ron en aquellos años no fueran desti-
nadas a la inversión, sino al consumo.

Así, mientras que las transferencias
brutas al Este aumentaron de 139.000
millones de marcos en 1991 a 189.000
millones en 1997, la inversión sólo
pasó de 22.000 a 33.000 millones en
el mismo periodo. De esta manera,
los costes laborales en el Este crecie-
ron sistemáticamente por encima de
la productividad, lo que provocó de-
sempleo masivo y nuevos aumentos
del gasto público durante el resto de
la década.

Para poder aplicar todas aquellas
medidas sin discusión política previa,
a Kohl no le quedó otra opción que
debilitar las estrictas instituciones
presupuestarias alemanas, que tan
eficaces habían sido hasta entonces
para mantener el equilibrio fiscal. Ese
debilitamiento consistió fundamen-
talmente en la reducción de los pode-
res del ministro de Hacienda, bien
asumiendo personalmente algunas de
sus atribuciones de control, o bien
transfiriendo algunas de sus compe-
tencias a agencias externas de recien-
te creación dedicadas a gestionar po-
líticas relativas a la reunificación; ese
fue el caso del Treuhand (Agencia Fi-
duciaria) que llegó a avalar operacio-
nes por valor de 30.000 millones de
marcos.

A aquellas iniciativas de fragmenta-
ción de la toma de decisiones fiscales
se sumaron multitud de programas
de gasto ad hoc, revisiones de última

hora en casi todas las partidas presu-
puestarias y voluminosos fondos es-
peciales que no computaban como
gastos o que no pasaban bajo la ins-
pección de la poderosa Comisión Pre-
supuestaria del Parlamento alemán.
Tal fue el grado de debilitamiento ins-
titucional y de improvisación presu-
puestaria que entre 1990 y 1997, el
Gobierno de Kohl presentó siete Pre-
supuestos complementarios, mientras
que entre 1952 y 1989, sólo se había
recurrido a este mecanismo en cuatro
ocasiones.

El origen de la indisciplina fiscal
alemana va, por tanto, mucho más
allá de la reciente crisis económica
que aquel país está atravesando, ya
que reside en prácticas heterodoxas
motivadas por consideraciones políti-
cas cortoplacistas, que arraigaron en
su proceso presupuestario y termina-
ron debilitando sus sólidas institucio-
nes fiscales sin llegar a modificarlas.
Este matiz es importante, porque re-
sulta muy difícil recuperar viejas
prácticas en el seno de instituciones
que nunca se modificaron oficialmen-
te. Pero sobre todo, la experiencia ale-
mana resulta muy ilustrativa porque,

salvando las distancias, debería inci-
tar al Gobierno español a tomar nota
de los perjuicios que a medio plazo
acaban generando la opacidad fiscal,
las inversiones fuera de Presupuesto
o los organismos autónomos mal ges-
tionados de los que tanto ha abusado
el PP durante estos años.

Pasar de primero a último de la
clase de la noche a la mañana es
mucho más fácil de lo que parece. Por
lo pronto, si el Gobierno de Aznar au-
mentara la transparencia y accediera
a incluir todas las partidas extrapre-
supuestarias acumuladas en los últi-
mos años en las cuentas públicas, Es-
paña dejaría de ser el alumno brillan-
te que ahora parece. Si a esto se aña-
diera una recesión a la alemana y se
retrajesen los fondos europeos que
probablemente perderemos con la
ampliación de la UE, entonces pasa-
ríamos a sentarnos junto a los alema-
nes en los últimos bancos de la clase
con mayor probabilidad de la que
ahora podemos imaginar.

Investigador Ramón y Cajal del
Grupo de Economía Europea de la
Universidad Complutense de Madrid

Q
ue la llamada Pro-
puesta de Estatuto
Político de la Comu-

nidad de Euskadi –también
conocida como plan Iba-
rretxe– es un ultimátum an-
ticonstitucional es por todos
admitido, si exceptuamos el
Gobierno vasco y los ex-
pertos constitucionalistas y
administrativistas a sueldo
de Vitoria. No siendo juris-
ta, resultaría por mi parte
impertinente intentar co-
mentar sus aspectos legales,
pues doctores tiene la Igle-
sia, empezando por el Tri-
bunal Constitucional.

Voy, por tanto, a centrarme
en los efectos económicos que
el triunfo de dicha propues-
ta tendría para “las vascas y
los vascos”, como gusta decir
el señor Ibarretxe, porque el
deliberado olvido de esas con-
secuencias es otra más de las

trampas con que se preten-
de presentar el plan: a saber,
que se trata de una idea emi-
nentemente razonable que
sólo los enemigos de Euska-
di se niegan obstinadamen-
te a discutir.

Para ello, nada mejor que
un reciente trabajo del pro-
fesor Mikel Buesa, publica-
do en el número 28 de la re-
vista Cuadernos de Alzate.
Concediendo el beneficio de
la duda al lendakari, es po-
sible que el olvido no sea tal,
sino el convencimiento de
que el País Vasco, separado
o no del resto de España, es,
como corresponde a un pue-
blo ocho veces milenario,
una economía tan fuerte y
dinámica que nada debe
temer de cualquier dispara-
te que se les ocurra a los di-
rigentes nacionalistas.

Pero el mérito del citado

trabajo reside en mostrar
hasta qué punto tal creencia
es falsa. Dejando sentado
que la del País Vasco no es,
ni mucho menos, la econo-
mía más desarrollada de Es-
paña ni la más competitiva
y que depende crucialmen-
te del comercio con el resto
del país, procede a estimar
los costes económicos de lo
que llama la “No-España”.

La secesión, afirma, redu-
ciría las exportaciones vas-
cas, añadiría un efecto aran-
celario y aumentaría los cos-
tes de transacción, origi-
nando una pérdida de acti-
vidad económica que podría
oscilar entre el 4% y algo
más del 13% del PIB regio-
nal, y una pérdida de pues-
tos de trabajo que cifra entre
casi 34.000 y 115.000.

A ello cabría añadir una
deslocalización de las em-

presas vascas que aun en el
caso de afectar únicamente a
la cuarta parte del valor de las
ventas de los diez grupos in-
dustriales mayores de las tres
provincias equivaldría a una
cifra del orden del 6,5% del
PIB vasco. Sumando ambos
efectos, se podrían perder
entre 89.000 y 178.000 pues-
tos de trabajo, aumentando
el paro, en la hipótesis más
pesimista, hasta el 29% de la
población activa.

Pero la cuenta sigue. La se-
cesión supondría el fin del
régimen de Concierto, cuyo
saldo positivo se estima ac-
tualmente entre el 3% y el
6,6% del PIB vasco. Habría
que añadir el coste neto que
supone contar con un Esta-
do soberano, que el profesor
Buesa calcula en unos 400
millones de euros –casi un
punto del PIB– y que incre-

mentaría prácticamente un
punto la carga fiscal de los
ciudadanos del País Vasco.

No es concebible, por otra
parte, que el lendakari se
prive de la satisfacción de
tener una moneda propia y
alguno de sus amigos de ser
gobernador del banco central
de Euskadi. Pero como en el
pecado está la penitencia, pa-
rece lógico que los mercados
internacionales no se impre-
sionen demasiado por la so-
lidez de una moneda que re-
presenta una economía aque-
jada de tantas desventajas,
con lo cual no cabe descartar
que el actual superávit co-
mercial del 1,6% se convier-
ta en un déficit de entre el
2,5% y el 8,9% del PIB.

Pero queda la traca final,
que no es otra que el futuro
del sistema de protección so-
cial –pensiones y prestacio-

nes por desempleo–. El resu-
men que arrojan los cálcu-
los del profesor Buesa, in-
cluidos en el citado trabajo,
son reveladores: de un saldo
positivo de unos 306 millo-
nes de euros en 2001 podría
pasarse, dependiendo del
nivel de paro provocado por
la secesión, a unos déficit de
entre 660 millones y 1.676
millones de euros, cuya fi-
nanciación exigiría ya un in-
cremento de las cotizaciones
de entre el 3% y el 7,6% de
la remuneración de los asa-
lariados ya una reducción de
las actuales prestaciones so-
ciales de entre el 12,4% y el
29,1%.

¡Así se entiende por qué los
patrocinadores del “plan” no
explican a los “vascos” y las
“vascas” estos detalles!
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